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Mediante memorial de fecha 1° de febrero de 20131, la señora Flor Ángela García Ossa, 
quien actúa en calidad de actora dentro de la acción popular de la referencia,  solicita se 
le conceda el amparo de pobreza dentro del presente proceso, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 19 de la Ley 472 de 1998, manifestando bajo la gravedad del 
juramento que no se encuentra con la capacidad económica suficiente para atender los 
gastos que se le generen en el transcurso del trámite de la misma.   
 
Para resolver se considera:  
 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 160 del Código de Procedimiento Civil, 
modificado por el Decreto 2282 de 1989, el amparo de pobreza procede cuando la 
persona que lo solicite se halle en incapacidad de atender los gastos del proceso sin 
menoscabo de lo necesario para su propia subsistencia y la de las personas a quienes 
por ley debe alimentos. Por su parte, el artículo 161 del mismo ordenamiento prevé`: “El 
amparo podrá solicitarse por el presunto demandante antes de la presentación de la 
demanda, o por cualquiera de las partes durante el curso del proceso”.  
 
Y específicamente, tratándose de las acciones populares, el amparo de pobreza se 
encuentra establecido en el artículo 19 de la Ley 472 de 1998, de la siguiente manera:  
 

“ARTICULO 19. AMPARO DE POBREZA. El juez podrá conceder el amparo 
de pobreza cuando fuere pertinente, de acuerdo con lo establecido en el 
Código de Procedimiento Civil, o cuando el Defensor del Pueblo o sus 
delegados lo soliciten expresamente.  
PARAGRAFO. El costo de los peritazgos, en los casos de amparo de 
pobreza, correrá a cargo del Fondo para la Defensa de los Derechos e 
Intereses Colectivos, a partir de su creación. Estos costos se reembolsarán al 
Fondo por el demandado, en el momento de satisfacer la liquidación de 
costas, siempre y cuando fuere condenado.”  

   
 
El objeto de esta figura es garantizar el acceso a la administración de justicia a aquellas 
personas que por su situación económica ven limitada la posibilidad de materializar los 
derechos y garantías consagrados por el legislador, es así como lo señala el artículo 163 
del ordenamiento civil que estipula: “El amparado por pobre no estará obligado a prestar 
cauciones procesales ni a pagar expensas, honorarios de auxiliares de la justicia u otros 
gastos de la actuación, y no será condenado en costas”. La única condición que impone la 
ley para que el Juez declare la procedencia del amparo de pobreza es que el demandante 
manifieste, bajo la gravedad del juramento, el cual se considera prestado con la 
presentación de la solicitud, que no se encuentra en condiciones de sufragar los gastos 
del proceso. 
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En el caso que nos ocupa, se cumple con este requisito, como quiera que la señora Flor 
Ángela García Ossa manifestó que no dispone de los recursos necesarios para atender 
los gastos que se le pudieran ocasionar dentro del presente proceso, aseveración que se 
entiende bajo la gravedad del juramento y que hace que no se requiera de un trámite 
especial ni de la práctica de pruebas para una decisión favorable, no obstante que en el 
evento de que posteriormente se logre demostrar que fue falsa la afirmación, debe 
revocarse el beneficio concedido y disponer el inicio de las acciones correspondientes, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 167 del Código de Procedimiento Civil. 
 
En consecuencia, se accederá a la solicitud de amparo de pobreza elevada por la señora 
Flor Ángela García Ossa, advirtiéndose que toda vez que el artículo 12 de la Ley 472 de 
1998 prevé que las acciones populares pueden ser ejercitadas por “toda persona natural o 
jurídica”,  no se hace necesario nombrar a un abogado que represente a la parte actora. 
(Art. 163 inciso 2º del Código de Procedimiento Civil) 
 
Por lo expuesto, el costo del peritazgo decretado mediante auto de fecha 28 de marzo de 
20112, así como los demás que eventualmente se llegaren a ordenar, correrá a cargo del 
Fondo para la Defensa de los Derechos e Intereses Colectivos, y éstos se reembolsarán a 
dicho Fondo por el demandado en el momento de satisfacer la liquidación de costas, 
siempre y cuando fuere condenado.  
 
Notifíquese a las partes y al Fondo para la Defensa de los Derechos e Intereses 
Colectivos. 
 
 
 
 
   
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 
 

CATALINA DÍAZ VARGAS 
JUEZ 
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CERTIFICO: En la fecha se notificó por ESTADO No.    el auto anterior. 

 
Medellín,                                                   .  Fijado a las 8 a.m. 
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Secretaria 


